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Resol. Serie “A” N° 69
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los veintiuno días del mes de agosto de dos mil diecinueve, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, como Presidente, y los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y  Gustavo Adolfo Herrera y, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Víctor Manuel Rotondo, asistidos por el Secretario Judicial Autorizante, Dr. Mario José Medina, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 626/631 del Expte. Nº 18.382 – Año: 2015 – Autos: “Villarreal Sara Alicia c/ Haure Juan Alberto s/ Disolución y Liquidación Judicial de Sociedad – Casación Civil”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Gustavo Adolfo Herrera, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Víctor Manuel Rotondo. 

El  Sr. Vocal, Dr. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse dijo:



Y Vistos:



Para resolver el recurso de casación deducido por el demandado a ff. 634/638 vta. de estos actuados. ---




Y Considerando: 



I) Que los mismos se deducen en contra de la resolución de la Excma. Cámara en lo Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 20 de febrero de 2015 obrante a ff. 626/631 de autos, que resolvió rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, con costas a la vencida, con lo cual confirmó la sentencia del Juzgado Concursal, Societario y Registral de fecha 3 de agosto de 2010, glosada a ff. 462/467. Dicha resolución, a su vez, si bien hacía lugar a la defensa de falta de legitimación activa opuesta contra el co-actor Victor Hugo Haure (h), rechazaba idéntica excepción opuesta contra la co-actora Sra. Villarreal, ambas con costas a los respectivos perdidosos. Asimismo, hacía lugar a la demanda de disolución de la sociedad de hecho Haure Hnos desde el 29 de junio del 2009 -fecha de interposición de la demanda-, con costas al demandado, y designaba a un liquidador.  ---------------------------------------------

II) Que para resolver de esta forma, la Cámara realiza un análisis respecto de las notas y características sobresalientes de las sociedades de hecho. Entiende que la “cesión de la calidad de socio” no requiere de formas específicas, por lo cual la cesión del 33% de su participación societaria realizada por el Sr. Aldo León Haure a la Sra. Sara Alicia Villarreal mediante instrumento privado, luego protocolizado, es perfectamente válida. --------------------------------------------------

Respecto al agravio relativo a la designación de un liquidador sin que obre pericia contable en autos, sostiene que en virtud del replanteo de prueba pericial, obra pericia en autos que da cuenta de la situación contable de la sociedad de hecho hasta septiembre de 2012, por lo cual no hace lugar al mismo. ----------------------

Por lo previamente dicho, confirma la sentencia en crisis, que declaraba procedente la disolución de la sociedad y la designación del perito liquidador. ---------

III) Que los agravios del demandado, se asientan en la doctrina de la arbitrariedad de sentencia. La misma, en lo particular, se sustenta en lo siguiente:           a) Agravia a su parte que la sentencia en crisis sostenga que la Sra. Villarreal tenga facultades para disolver la sociedad de hecho a partir de la demanda. Alega que, así como el art. 22 segunda parte de la LSC requiere que la decisión de un socio de disolver la sociedad sea comunicada por medio fehaciente al resto de los socios, la cesión de las acciones y derechos de dicho socio a un tercero debe ser comunicada al resto de los miembros de la sociedad a fin de determinar su aceptación o no. Lo cual no sucedió en este proceso. De esta forma la Cámara ha quebrado las reglas de la sana crítica, al prescindir de elementos de prueba esenciales demostrativos de que la Sra. Villarreal no fue aceptada como socia; b) Se agravia también el recurrente por el hecho de que no se permitió en autos la realización de la prueba pericial contable pues, a pesar de que la perito contadora realizó una pericia que no puede ser considerada como tal ya que se basó en documental no reconocida por su parte y no cumplió con los puntos de pericia, la Cámara rechazó un pedido de nulidad, una impugnación pericial y, por último, una revocatoria in extremis. Todo lo cual le causa un perjuicio irreparable. -----------------------------------   

Finalmente, el recurrente hace reserva del caso federal para el hipotético caso de que no se haga lugar al recurso casatorio interpuesto. ---------------------------  

IV) Que corresponde en este punto analizar la concurrencia de los requisitos exigidos por el Código ritual en orden a la admisibilidad del recurso que se intenta. Así, de las constancias de autos, puede constatarse que el mismo ha sido deducido dentro del plazo legal establecido por el art. 297 (ver cédula obrante a  f. 632 de fecha 25/02/15 y cargo de fecha 10/03/15, inserto a f. 637 vta.); que el recurrente efectuó el pago del depósito prescripto por el art. 300 del CPCC (ver boleta de f. 638); y que la sentencia atacada reviste el carácter de definitiva (arts. 292 y 293 del CPCC). -------



V) Que en primer lugar, en referencia al agravio relativo a la pericial contable, debe adelantarse la improcedencia del mismo. Esto así pues, a pesar de lo que manifiesta el recurrente, en mérito al replanteo probatorio promovido por el ahora recurrente, la Cámara hizo lugar a la producción de la prueba pericial contable en segunda instancia. Ahora bien, al estar en desacuerdo con la forma en la que la perito realizó la misma, el demandado agotó las vías impugnativas que tenía a su alcance pues como expone en su recurso, y tal cual surge de las constancias de autos, no sólo interpuso contra la referida pericial contable (obrante a ff. 571/573) un pedido de nulidad (el cual fuera resuelto mediante resolución de ff. 588 y vta., la cual si bien lo rechaza, lo re-encauza como pedido de ampliación) y luego otro de impugnación, también rechazado, mediante resolución obrante a ff. 602 y vta., sino que posteriormente interpuso recurso de revocatoria in extremis contra la resolución que rechazaba la impugnación de la pericia. El cual fuera también rechazado por sentencia que obra a ff. 618 y vta., la cual a la fecha se encuentra firme y consentida. De lo previamente dicho surge a las claras que el recurrente, al interponer un recurso de revocatoria in extremis declinó la posibilidad de hacer uso del dispositivo casatorio pues la interposición de aquél implica aceptar la circunstancia de que no contaba de ningún otro recurso a su disposición.--------------------- 

Que de lo dicho surge que opera el instituto de la cosa juzgada material respecto del pedido reeditado por el recurrente, sin que pueda dejar de advertirse que la cosa juzgada y el principio de seguridad jurídica hacen a la estructura de nuestro sistema jurídico y su mutabilidad es de carácter excepcional, debiendo observarse rigurosos recaudos, lo cuales no sólo no se verifican en autos, sino que no fueron alegados por el peticionante. Que asimismo, respecto a la revocatoria in extremis y la imposibilidad de plantear un recurso casatorio posterior tiene dicho este Alto Cuerpo que “el quejoso optó por interponer el recurso de revocatoria in extremis, fundando el mismo, en que era el único y último remedio procesal con que contaba, no siendo susceptible de subsanar las injusticias denunciadas por otras vías...; por lo que mal puede luego, interponer la casación, pues al estar de sus dichos, no es una vía posible si reconoció como última a aquella revocatoria” (S.T.J. sent. del 29/11/11, en autos: “Ledesma Carlos Eduardo c/ Toloza Edualdo Severino s/ Reivindicación Casación Civil”). Criterio sostenido asimismo en S.T.J. sent. del 14/06/17, en autos: “Ponce Cristobal y Ponce Carlos Arturo c/ Mondino Tomas Alejandro s/ Prescripción Adquisitiva Veinteañal  Queja por Casación Denegada”. Y no podría ser de otra manera, en tanto la naturaleza del remedio, como su nombre lo indica, supone un recurso extremo, cuando no existe ya otra vía posible de reparar el agravio. Aquí debe remarcarse que es el propio recurrente quien denuncia en el escrito casatorio que la imposibilidad de producir una nueva pericia le produce un perjuicio irreparable, lo que implicaba que podría haber solicitado la asimilación de esta cuestión a definitiva, habiendo optado en cambio por la interposición de la reposición in extremis. ----------------------------

Que así también cabe advertir que, más allá de la imposibilidad de plantear un recurso casatorio posterior, en virtud de la fecha en que fuera dictada la sentencia que rechaza el recurso de revocatoria in extremis (9/4/2014) y la fecha de interposición del presente recurso casatorio (10/5/2015), el plazo para la interposición del mismo, en lo que al replanteo de la prueba se refiere, se encuentra ampliamente vencido (art. 297 del CPCC). -------------------------------------------

VI) Que en cuanto al agravio referido a la falta de legitimación activa de la co-actora Sra. Alicia Villarreal para solicitar la disolución de la Sociedad de Hecho debe analizarse primeramente si la ley permite la cesión de la participación societaria de una sociedad de hecho y, si  éste fuera el caso, si habilita al cesionario a solicitar la referida disolución. Con este cometido como norte, debe tenerse en cuenta que la Ley de Sociedades Comerciales 19.550 (en adelante LSC) trata con un nítido disfavor a las sociedades de hecho, las cuales pueden ser definidas como aquellas que funcionan como sociedad aún sin haber sido instrumentadas bajo ningún formato societario, pudiendo haber sido su contrato celebrado tanto de manera verbal como mediante un rudimentario convenio escrito donde se estipulan los derechos y deberes de los socios (Raymundo L. Fernandez; Osvaldo R. Gomez Leo; Sebastián Balbín; “Tratado Teórico Práctico de Derecho Comercial”; Pág. 424/425; Ed. Abeledo Perrot). Estando establecido que “conformará una sociedad de hecho la actividad de un grupo de personas enderezada a trabajar en conjunto, habiéndose obligado previamente a realizar aportes para la formación de un fondo común operativo y comprometiéndose, en condiciones de igualdad jurídica, a distribuir las ganancias o a soportar las pérdidas que pudieran resultar de ello, creándose todo un haz atributivo de responsabilidad que presupone la personalidad jurídica. Los socios hacen confluir la voluntad a un fin; si esa voluntad se ajusta al supuesto normativo, nace el sujeto de derecho, es decir, la dinámica, la autonomía patrimonial y jurídica, admitida expresamente a priori por el orden positivo”. (Jerónimo A. Gil Di Paola; “La muerte de un socio en la sociedad de hecho”; Publicado en: LA LEY 26/02/2015 , 1 • LA LEY 2015-A, 1028;Cita Online: AR/DOC/524/2015). Al respecto de éstas debe decirse que la LSC no prohíbe la cesión de la participación societaria en dichos entes, aplicándose a ésta los principios generales sobre la cesión de derechos. Sin establecer la ley ningún tipo de formalidad o procedimiento expreso para efectuar dicha cesión en este formato societario, salvo la forma escrita. Recordándose que la misma es válida a menos que se encuentre expresamente prohibida tanto por la ley,  por el contrato o por la naturaleza del derecho.  ------------------------

Como se dijera, dichas sociedades fueron reconocidas con un enfoque negativo y desfavorable por la LSC, más no prohibitivo, basado en la inestabilidad de su estructura. Otorgándoseles una personalidad jurídica precaria y limitada. Precaria ya que cada socio disponía de la facultad de disolver a su solo requerimiento y limitada porque no producía la plenitud de los efectos normales de cualquier tipo societario. En consonancia, el art. 22 de la legislación societaria establece que cualquiera de los socios puede peticionar la disolución de la sociedad de hecho y su consecuente liquidación o bien su recesión. Así, textualmente expresa en su parte pertinente que “Cualquiera de los socios de sociedad no constituida regularmente puede exigir la disolución. Ésta se producirá a la fecha en que el socio notifique fehacientemente tal decisión a todos los consocios salvo que la mayoría de éstos resuelva regularizarla dentro del décimo día y, con cumplimiento de las formalidades correspondientes al tipo, se solicite su inscripción dentro de los sesenta (60) días, computándose ambos plazos desde la última notificación”.  --------------------------

Que de las propias manifestaciones de las partes tanto en sus escritos de demanda (ff. 27/33) como de las respectivas contestaciones (ff. 205/210 vta. y ff. 216/220), así como de la documental (ff. 13/20; 67/82; 89/198; 283/293, 310/317; 357/401; etc) y la pericial (ff. 571/573) y el resto del material probatorio obrante en autos surge que hay acuerdo respecto de la existencia de la sociedad de hecho “Haure Hnos SH”, la cual fue creada por tres hermanos (Aldo León Haure; Juan Alberto Haure; Victor Hugo Haure), falleciendo luego uno de ellos (Victor Hugo) y cediendo su parte otro (Aldo León), siendo el demandado (Juan Alberto) el único socio que formó parte de la composición primigenia, así como de la actividad realizada por ésta, por lo cual, solicitada la disolución, deben aplicarse al caso los preceptos del citado art. 22. De esta forma, surge  que al no haber constancia respecto de notificación previa del pedido de disolución de la sociedad, debe tenerse por realizada ésta con la notificación de la demanda en fecha 29/06/2009 (ver cédula y acta de traslado de demanda de ff. 85/86). Así se ha resuelto que “En la sociedad irregular o de hecho, el pedido de disolución solicitado por alguno de los socios, deviene procedente en virtud de lo dispuesto por el art. 22 de la ley 19.550, debiendo estarse en cuanto a la fecha en que se ha producido dicha disolución a la de la notificación del traslado de la demanda” (Cam. Com. Sala A, ED 118-495, citada por Raymundo L. Fernandez; Osvaldo R. Gomez Leo; Sebastián Balbín; “Tratado Teórico Práctico de Derecho Comercial”; Pág. 424/425; Ed. Abeledo Perrot). Debiendo considerarse también que ninguno de los socios ha manifestado su voluntad de continuar con la sociedad ni efectuado ninguno de ellos los pasos tendientes a la regularización de la misma. ------------------------------

Cabe hacer notar también que es como mínimo llamativo el hecho de que el demandado, en un proceso previo (“Haure Aldo Leon c/ Haure Juan Alberto s/ Disolución y Liquidación Judicial, etc.” Expte. Nº 373.899), optó por la defensa de falta de legitimación activa respecto de Aldo León Haure -cedente-, justamente por haber cedido su participación societaria a la Sra. Villarreal, mientras que ahora pretende objetar la validez de la misma cesión que daba fundamento a su planteo defensivo. De lo cual surge que el demando pretende una doble interpretación respecto del mismo hecho jurídico (cesión de participación societaria), invocando su validez primero y su invalidez luego.-----------------------------

Asimismo, debe tenerse en cuenta que en el presente caso no se denunció que opere algún obstáculo de orden intuito personae por el cual la cesionaria no podría continuar a la persona del cedente, y aún si éste hubiere sido el caso, la misma sólo se limita a peticionar la disolución, y no la continuación de la sociedad, lo cual no hace más que reforzar la validez del pedido disolutorio.----------------------------------------------

De todo lo dicho surge que la cesión de participación societaria efectuada por el Sr. Aldo León Haure a la Sra. Sara Alicia Villarreal mediante instrumento obrante a ff. 13/14 protocolizado en fecha 27/10/2008, es plenamente válida, pudiendo peticionar ésta la disolución de la sociedad de hecho, correspondiendo la consecuente liquidación. Sin que se pueda tildar válidamente de arbitraria a la resolución en crisis.----

Por lo expuesto, normas legales citadas, doctrina y jurisprudencia reseñada, Voto por: No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el demandado Juan Alberto Haure, en consecuencia, confirmar la sentencia dictada por la Excma. Cámara Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 20 de febrero de 2015 obrante a ff. 626/631. Con costas. -----------------------

A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse, emitiendo su voto en idéntico sentido.  



A las mismas cuestiones, el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse, emitiendo su voto en idéntico sentido. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Carlos Pedro M. A. Lugones Aignase - Eduardo José Ramón Llugdar – Gustavo Adolfo Herrera - Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
Santiago del Estero, veintiuno de agosto año dos mil diecinueve.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el demandado Juan Alberto Haure, en consecuencia, confirmar la sentencia dictada por la Excma. Cámara Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 20 de febrero de 2015 obrante a ff. 626/631. Con costas. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Carlos Pedro M. A. Lugones Aignase - Eduardo José Ramón Llugdar – Gustavo Adolfo Herrera - Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
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